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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de abril del año 2012, dos mil doce. . .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 035/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana LETICIA BELMAN ROCHA, en contra del Tesorero Municipal, del Director de Fiscalización y Control, y de los inspectores de la Dirección de Fiscalización y Control, Cesar Iván Acevedo Gallo y Hugo Camacho Zaragoza, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción número  206258 A, de fecha 12 doce de noviembre del año 2010, dos mil diez y la calificación de la infracción e imposición de la multa por la cantidad de $381.22 (tres cientos ochenta y un pesos 22/100  moneda nacional). La existencia del primer acto se acredita con la copia al carbón de la citada acta de infracción, mientras que el segundo acto se acredita con el Estado de Cuenta de Multas Municipales, impreso con fecha 05 cinco de enero del año 2011, dos mil once y con el documento determinante de crédito, que obran en autos, en virtud de que adminiculándolo estos dos documentos, nos dan la plena convicción de ya se dio la calificación de la infracción administrativa, dado que sin ésta no es posible fijar en cantidad liquida el monto de la multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el  Juzgador de oficio o  a  instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades en la contestación de la demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al no afectarse los intereses jurídicos del actor, porque el acta de infracción impugnada por sí misma no genera obligaciones, por no tener el carácter de definitivo, de ahí que no afecta los intereses de quien se dice agraviada en este proceso administrativo. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que de las constancias que obran en autos del sumario, se advierte que ya existe la calificación de la infracción, entendiéndose por esta el acto administrativo a través del cual el director de fiscalización determina la comisión de la falta administrativa por parte del actor y le impone la sanción respectiva. De esta manera, en la especie la visita de inspección indebidamente denominada acta de infracción que se impugna, tiene el carácter definitivo, en razón de que la calificación de la infracción se dio antes de la fecha de presentación de la demanda, pues esta se recibió en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos, a las 15:31 quince horas con treinta y un minutos del día 18 de enero del año 2011, dos mil once, lo anterior es así, ya que al actor se le impuso una multa por la comisión de una falta administrativa e incluso se le  determino el crédito fiscal en la cantidad liquida de $381.22 (tres cientos ochenta y un pesos 22/100  moneda nacional), tal y como se deprende y acredita con la copia al carbón del documento determinante del crédito, emitido con fecha 07 siete de enero del año 2011, dos mil once, notificado a las 14:15 catorce horas con quince minutos del día 18 dieciocho del mismo mes y año,  por estos motivos, no se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción I del citado artículo 261 y la afectación o no al interés jurídico de la impetrante se estudiara en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, las autoridades en la contestación de la demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, en relación con la fracción VII del artículo 265, ambos del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que la demanda no cumple con el requisito de conceptos de impugnación, ya que de lo manifestado no se desprende una relación lógica jurídica tendente a demostrar el perjuicio que sufrió el actor con la emisión del acto. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora sí expresa conceptos de impugnación, puesto que aduce razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad de los actos impugnados, además indica los preceptos del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, que estima violados en su perjuicio y manifiesta las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos e incluso la falta de orden de visita. .  . . 
De  igual manera, las  autoridades en la contestación de la demanda aducen 
que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, concatenada con la fracción II del artículo 262, ambos del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el actor en su demanda solicita la impugnación del acta de infracción sin indicar que presenta un medio de impugnación, juicio o proceso, admitiéndose como juicio de nulidad, cuando conforme al vigente Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los recursos de inconformidad se presentan ante el superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto, por lo que por razones de competencia debió turnarse a la autoridad administrativa competente y se debió prevenir al actor para que definiera si optaba por el recurso de inconformidad o por el proceso administrativo o en su caso desechar la promoción. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que en el proemio del escrito de demanda se expresa que se presenta demanda de nulidad y además analizando minuciosamente dicho libelo se advierte que cumple con todos y  cada uno de los requisitos exigidos por las fracciones del artículo 265 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, de modo que al cumplirse con todos los requisitos el Juzgado se encuentra constreñido a proveer sobre la admisión de la demanda y en su caso administrar justicia en forma eficiente, sin imponer obstáculos ni formulismos innecesarios; pues, de haber procedido en los términos expresados por el actor se hubiere actuado de manera ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De la misma forma, las autoridades en la contestación de la demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, concatenada con la fracción II del artículo 262, ambos del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que se admite a trámite la demanda de nulidad, siendo que el vigente Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no contempla la figura de juicio de nulidad, por lo que el juicio jurídicamente no existe.  Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que en materia de justicia administrativa tanto en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la doctrina administrativista y en el léxico jurídico para referirse al proceso administrativo, se usan como sinónimos juicio de nulidad o juicio contencioso administrativo, ya que el proceso administrativo sin importar la denominación que se le dé, tiene como finalidad a través de la sentencia confirmar, modificar o revocar el acto o resolución jurídico-administrativa que se impugne, así como reconocer la existencia de un derecho o imponer la condena que en derecho corresponda, de acuerdo a lo señalado por el artículo 300 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, no se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción II del citado artículo 261. . . . . . . .  . . . . . . . 

Por último, el juzgador de manera oficiosa determina que respecto al entonces Tesorero Municipal se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque se advierte de las constancias que obran en autos la inexistencia del acto, en razón de que no existe ningún acto emitido por dicha autoridad, pues el acta de inspección, la calificación y el requerimiento del crédito fiscal no se encuentran emitidos por el entonces Tesorero Municipal, sino que están firmados por diversa autoridad; en consecuencia, se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y es procedente el sobreseimiento del Juicio respecto al titular de la Tesorería Municipal, conforme a lo señalado por la fracción II del artículo 262 mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el inciso A) del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, en esencia se aduce que el acta de infracción combatida, no cumple con los requisitos establecidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato y 31 y 34 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato; ya que si bien es cierto, el acta de infracción combatida en esencia se trata de una visita domiciliaria y se desprenden violaciones a disposiciones municipales, no medió previamente orden de visita por escrito debidamente fundada y motivada por autoridad competente, en este caso el titular de la Dirección de Fiscalización y Control de León, Guanajuato, en la cual designara a las personas para practicar la inspección, lugar a inspeccionarse, objeto, día y hora que se ha de practicar, nombre a quien va dirigido y no fue notificada previamente a la inspección, por lo que la actuación de los inspectores demandados fue arbitraria, sin apego a la legalidad, al atribuirse facultades que no les fueron concebidas previamente. En tanto que, las autoridades demandadas, en la contestación sostienen en esencia que los argumentos son inoperantes, por lo que corresponde a la violación del artículo 16 Constitucional y las manifestaciones resultan improcedentes, pues no es al Juzgado administrativo estudiar agravios de Constitucionalidad, sino solo de legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe señalar que el Juez administrativo Municipal, de acuerdo a lo señalado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, cuenta con atribuciones para estudiar y declarar la nulidad de los actos derivados de los Reglamentos, Decretos, Circulares y demás Disposiciones de Carácter General, que contravengan las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato y de las leyes que de una y otra emanen; y, en segundo lugar, analizando el contenido del inciso A) del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, se concluye que no se expresa un agravio de Constitucionalidad, sino que se formula un concepto de agravio de legalidad, al referirse a la violación de los artículos 31 y 34 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, infiriéndose un violación de indirecta al citado precepto Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, en autos se encuentra acreditado que con fecha 12 doce de noviembre del año 2010, dos mil diez, se levantó el acta de infracción impugnada y que ya se dio la calificación de la infracción, en donde se determinó la comisión de la falta administrativa y se le impuso a la actora una multa, por la cantidad de $381.22 (tres cientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional), por el funcionamiento de 1 una máquina de video juegos fuera del horario establecido y por no mostrar la licencia de funcionamiento, lo anterior, sin sujetarse a la formalidad prevista en los artículos 30 y 31 del reformado Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de  León, Guanajuato, en virtud de que por disposición expresa del artículo 71 del aludido Ordenamiento Legal, a la inspección practicada sobre locales o establecimientos con máquinas de video juegos dentro de las que se encuentra las de juegos de azar, se aplica el procedimiento señalado para establecimientos con venta de bebidas alcohólicas; por tanto, el Director de Fiscalización y Control, se encuentra constreñido a agotar el procedimiento administrativo de manera previa a la calificación de la infracción administrativa, pues este persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la Administración Pública Municipal, según lo estipulado por el artículo 132 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado supletoriamente al referido Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios; siendo lo anterior así, la multa impugnada, debió imponerse al impetrante previa observancia de la formalidad establecida en el citado artículo 31, conforme al cual solo se practicará la visita de inspección previa orden escrita debidamente fundada y motivada, suscrita por el Director de Fiscalización y Control. . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de la visita de inspección, puesto que no existió la orden de verificación emitida de manera previa a la visita de inspección realizada con fecha 12 doce de noviembre del año 2010, dos mil diez, de ahí resulta, que con esta omisión se configura una causal de nulidad, ya que en autos de esta causa administrativa no obra dicho mandamiento escrito emitido por el Director de Fiscalización y Control de este Municipio, en el que se indicara el nombre del o los inspectores que realizarían la inspección refutada de ilegal, entre otros requisitos; por tanto, es evidente que estamos en presencia de un procedimiento administrativo irregular, pues la orden de inspección como primer acto del procedimiento es previa a la visita de verificación y a la calificación de la infracción, de este modo, con la referida omisión no se cumple con la exigencia del artículo 31 del reformado Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de  León,  Guanajuato; por consiguiente, la inexistencia de la orden de inspección constituye una irregularidad que da origen a la ilegalidad del acta de infracción impugnada, la que jurídicamente tiene el carácter de acta de inspección, por ende, en la especie no se satisface el elemento de validez de los actos o resoluciones administrativas previsto por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, es el caso que la omisión de la orden de visita viola de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, luego entonces, de acuerdo a lo previsto por el artículo 143, párrafos primero y segundo, en relación con el 300 fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente la declaración de la nulidad lisa y llana del acta de infracción número 206258 A. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, si el acta de infracción tiene el carácter de acto principal, entonces la calificación de la Infracción administrativa y el documento determinante de crédito, de fecha 07 siete de enero del año 2011, dos mil once, como actos consecuentes asumen el carácter de actos accesorios y éstos resultan ilegales al derivar de un acto viciado de origen, por tanto, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, ya que al no existir la orden de visita, es nulo todo el procedimiento administrativo de fiscalización desde su origen, así como la referida determinación del crédito fiscal, por tanto, todos los actos combatidos son ilegales, estimando que estos son etapas y consecuencia de dicho procedimiento y afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la actora. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados y resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 párrafos primero y segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se SOBRESE EL PROCESO, respecto a la ahora Tesorera Municipal de León, Guanajuato, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el considerando tercero de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la  NULIDAD  LISA Y LLANA del acta de infracción 206258 A, de fecha 12 doce de noviembre del año 2010, dos mil diez y de sus actos consecuentes como lo son la de Calificación de la infracción, en donde se determinó la comisión de la infracción administrativa a cargo del impetrante y se le impuso la multa impugnada, por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional), así como el documento determinante de crédito número, de fecha 07 siete de enero del año 2011, dos mil once; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL26 DE ABRIL DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 035/2011-JN.

